PROYECTO DE LEY
LEY DE CREACION DE LA PROCURACION PENITENCIARIA BONAERENSE

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES, SANCIONAN CON FUERZA DE 

ARTICULO PRIMERO: Crease en el ámbito de la Honorable Legislatura de la Provincia de Buenos Aires, la Procuración Penitenciaria Bonaerense con autonomía funcional, sin recibir, en consecuencia, instrucciones de ninguna autoridad y autarquía para la administración y disposición de los recursos que se le asignen en el Presupuesto Provincial, el que en ningún momento podrá ser disminuido.

ARTICULO SEGUNDO: Tendra por misión y función fundamentales:

a) proteger los derechos humanos de los internos comprendidos en el Régimen Penitenciario de todas las personas privadas de  libertad y de los procesados y condenados por la justicia nacional que se encuentren internados en establecimientos provinciales;

b)  ejercer el control de gestión y ejecución presupuestarias de las unidades penitenciarias, alcaldías, centros de tratamiento o contención, integración, cualquiera fuere su denominación que 
impliquen la consideración de encierro o limitación de la libertad ambulatoria de personas, los programas y acciones destinados a atender la situación derivada de la responsabilidad o imputación de delitos, que entienda desvirtúen los fines para los cuales han sido creados; pudiendo efectuar recomendaciones que estime corresponder.

c) coordinar acciones con el Patronato de Liberados bonaerenses, el Servicio Penitenciario, y todo otro organismo provincial vinculado a la temática de seguridad, control y asistencia detenidos en proceso, condenados o liberados, sea tutelados o destinatarios de institutos de libertad anticipada. Otorgándose por la presente facultades y legitimación en la denuncia de la comisión presunta de ilícitos;

d) coordinar las acciones en forma conjunta con la Procuración Penitenciaria Federal con respecto a los procesados y condenados por la justicia nacional que se encuentren internados en establecimientos provinciales;

e) hasta tanto se cree la Defensoria del Niño, cumplirá idénticas funciones de recomendación, contralor y denuncia con respecto a las áreas que atiendan la problemática juvenil de personas menores de edad, en conflicto con la ley.

f) iniciar y proseguir de oficio o a petición del interesado o familiar de este, o de su apoderado o defensor, cualquier investigación conducente al esclarecimiento y cese, en su caso de actos, hechos u omisiones que afecten los derechos de los procesados y condenados sujetos al sistema penal y de todas las personas privadas de su libertad por cualquier causa se hallasen privados de su libertad en jurisdicción provincial.

g) realizar recomendaciones o propuestas de alcance particular o general para evitar la reiteración de hechos actos, hechos u omisiones que lesionen derechos de los internos indicados en los artículos precedentes, y de todas las personas privadas de su libertad por cualquier motivo en jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires o el organismo que lo reemplace, o ante ambas Cámaras de la Legislatura Provincial, sugiriendo reformas a las normas aplicables a las personas comprendidas en su mandato a efectos de hacer mas efectiva la vigencia de los derechos de los que son titulares. Ya que el Procurador Penitenciario no es competente para modificar, sustituir o dejar sin efecto las decisiones administrativas; sin perjuicio de ello, puede proponer la modificación de los criterios utilizados para su producción.

ARTICULO TERCERO: El titular del organismo es un funcionario denominado Procurador Penitenciario quien es elegido por la Honorable Legislatura de la Provincia  de Buenos Aires de acuerdo con el mismo procedimiento que el Defensor del Pueblo de la Provincia.

Para ser elegido Procurador Penitenciario deberá reunir las siguientes condiciones:

a) Ser argentino nativo o por opción;

b) Tener 30 años de edad como mínimo;

c) Poseer titulo de abogado;

d) Acreditar experiencia en la defensa de los derechos humanos y en el ámbito del Derecho Procesal Penal.

e) La duración del mandato del Procurador Penitenciario es de cinco (5) años, pudiendo ser reelegido por una sola vez.

Gozara de las mismas inmunidades que los legisladores de la provincia no pudiendo ser arrestado desde el dia de designación hasta el de su cese o suspensión, excepto en el caso de ser sorprendido “in fraganti” en la ejecución de un delito doloso de lo que se debe dar cuenta a los presidentes de ambas Cámaras con la información sumaria correspondiente al hecho imputado. Cuando se dicte auto de procesamiento por la justicia competente contra el Procurador Penitenciario por delito doloso, será suspendido en sus funciones por ambas Cámaras, hasta tanto se dicte sobreseimiento definitivo a su favor.

El cargo de Procurador Penitenciario es incompatible con el desempeño de cualquier otra actividad pública o privada, salvo la docencia. Y gozara de una remuneración fijada anualmente por la Honorable Legislatura.

ARTICULO CUARTO: A propuesta del Procurador Penitenciario la Comisión Bicameral prevista en el presente articulo debe designar un Adjunto que auxiliara a aquel en su tarea, pudiendo reemplazarlo provisoriamente en los supuestos de cese, muerte, suspensión, imposibilidad temporal, vacancia o ausencia del mismo, en el orden que la Comisión determine al designarlo. Para designado Adjunto del Procurador Penitenciario es necesario reunir los requisitos.

El reglamento interno de Procuración Penitenciaria Bonaerense deberá ser dictado por su titular y aprobado por una comisión bicameral que se creara al efecto.

La estructura orgánico/funcional y administrativa de la Procuración Penitenciaria, debe ser establecida por su titular, y aprobada por la Comisión Bicameral prevista en este articulo.

La Comisión Bicameral que se crea deberá respetar la proporción de las representaciones políticas de cada Cámara a momento de su integración. Las actuaciones ante el Procurador Penitenciario serán gratuitas y no se requerirá patrocinio letrado.

ARTICULO QUINTO: Todos los organismos pertenecientes a la Administración Publica Provincial, personas físicas o jurídicas, publicas o privadas que por su reconocida competencia que actúen en el campo de la efectividad de los derechos humanos y transparencia en el ejercicio de la función publica, están obligadas a prestar colaboración con carácter preferente al Procurador Penitenciario Bonaerense, y al Subprocurador Penitenciario en sus investigaciones o inspecciones.

ARTICULO SEXTO: El Procurado Penitenciario Bonaerense y el Adjunto, por orden del primero o en caso de reemplazo provisorio, están facultados para:

a) Solicitar expedientes, informes, documentos, antecedentes y todo otro elemento que estime útil para satisfacer el cometido que tiene asignado.

b) Realizar inspecciones, verificaciones, auditorias o cualquier otra medida conducente al esclarecimiento de los hechos objeto de investigación. Pudiendo en particular entrevistar sin aviso previo y sin la presencia de testigos a toda persona privada de libertad por cualquier motivo, por propia decisión o a solicitud de la persona comprendida en los límites de su mandato.

c) Decidir la comparencia a su despacho de los funcionarios y empleados de los organismos y entes antes citados con el objeto de requerirles explicaciones e informaciones acerca de los hechos cuya investigación estuviera a su cargo. Asimismo, podrá recabar, a los mismos efectos, la colaboración de los particulares.

d) Formular denuncia penal, o querella a su criterio, cuando tenga conocimiento de un acto, hecho u omisión presumiblemente delictivo de acción publica, y efectuar denuncias administrativas en todos los casos en que considere configurada una falta administrativa, ante los órganos jurisdiccionales o de control de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, según corresponda.

e) Poner en conocimiento de lo actuado, a los jueces a cuya disposición se encontrara el interno, respecto del cual se iniciara una actuación, pudiendo, a su vez, expresar su opinión sobre algún aspecto de hecho o de derecho ante el magistrado interviniente, en carácter de asesor calificado y/o proponer en su caso a una persona jurídica de notoria competencia y reconocida trayectoria en la temática, de conformidad con las características del articulo cinco de la presente.

ARTICULO SEPTIMO: Anualmente el Procurador Penitenciario dará cuenta a las Cámaras, mediante un informe, la labor realizada durante cada año, en forma detallada y circunstanciada, y los efectos o resultados obtenidos. Asimismo, cuando la gravedad o urgencia de los hechos lo ameriten puede presentar un informe especial. En todos los casos, deberá remitirse copia al Poder Ejecutivo, el que deberá considerarlo para su informe anual a la Legislatura.

ARTICULO OCTAVO: Los gastos que demande el cumplimiento de la presente ley, serán atendidos con los créditos que anualmente determine la ley de presupuesto.

ARTICULO NOVENO: La presente ley es complementaria de la ley 12.256.
ARTICULO DECIMO: Comuníquese al Poder Ejecutivo, regístrese. 
FUNDAMENTOS
La creación del Fuero de Ejecución Penal entendemos debe tener su complemento en la figura del Procurador Penitenciario Bonaerense.
Si bien se sigue la matriz de norma que crea la Procuración Penitenciaria en el orden federal y a la luz de la exitosa trayectoria y la experiencia que resultara del funcionamiento de la misma constituir un órgano de control estricto de la actividad de la administración penitenciaria, a fin de garantizar que la ejecución de la pena se desarrolle en el pleno respeto de los derechos fundamentales de los internos.

Entendimos que resultaría beneficioso para la orbita de la provincia que sus funciones no se limitara a ello, sino constituirlo también en un órgano de contralor de recurso afectado a la atención del sistema penitenciario como en la actualidad se halla diseñado, contribuyendo en ello a constituirlo en efector de transparencia publica y eficiencia en la asignación del recurso.

Se atiende así a innumerables denuncias al funcionamiento del sistema y actos de corrupción que muchos suponen pero que no se encuentra actor institucional para canalizarlo en investigación y denuncia, que lleve a la correspondiente sanción.

Creemos será una herramienta útil para la consideración de licitaciones o pro contratación directa para la Contratación Servicio de Limpieza, alimentos, provisión de medicamentos y demás suministros como así para la compra de inmuebles, evaluando probidad y eficacia en su finalidad y adecuación al Reglamento de Contabilidad.

Se pretende ir diseñando un Código básico de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley transparentando su función, y alejándola de toda sospecha, y esencialmente serán ellos los que deban cumplir como primera pauta con los principios para el tratamiento de los reclusos de reconocimiento internacional. Obviamente requiere de especialización en el tema quien tenga a su cargo la función de velar por el cumplimiento de las reglas mínimas de las naciones unidas para la administración de la justicia juvenil (hasta tanto se cree el órgano especializado de control), las reglas mínimas de las naciones unidas sobre las medidas no privativas de la libertad y las reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos.

Hemos cuidado de no exorbitar su funcionalidad con la legislación marco vigente, y a fin de dotarlo de la autonomía funcional entendimos debía funcionar en el ámbito de la Honorable Legislatura, para que su autonomía sea entendida por quienes requieran de ello, desde la instrumentación de un régimen de visita, acceso a la salud, incorporación a un sistema de libertad anticipada, como suficiente garantía de confidencialidad, transparencia y acceso a la tutela efectiva de los derechos.

El presente proyecto termina por adecuar la legislación vigente de acuerdo a los últimos tratados internacionales suscriptos por Argentina en la materia.

La Transparencia requiere control, la eficacia requiere control, el sistema constitucional de derecho requiere control, esos son los presupuestos desde los cuales partimos para la presentación del presente proyecto solicitando a la Honorable Cámara nos acompañe y de sanción al mismo.

